Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 43 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene mucho gusto en recibir a los 
representantes de la Cámara del Bien Raíz, los doctores Laborde, Pereira y Larramendi, a quienes 
agradecemos su visita. 


Como saben nuestros invitados, nosotros tenemos a consideración un proyecto de ley muy 
importante y bastante difícil, ya que abarca a muchos sectores de la sociedad. En esta etapa, estamos 
recibiendo diferentes opiniones, como insumos de la Comisión y esa es la razón por la que queremos 
conocer la postura de nuestros invitados con respecto a esta iniciativa. 


SEÑOR LABORDE.- En nombre de la Cámara del Bien Raíz -ya que en este momento me encuentro 
ejerciendo la Presidencia de dicha Cámara- agradezco la bienvenida que se nos da y quisiera ceder la 
palabra al Secretario General Ejecutivo, doctor Pereira, a los efectos de que haga una introducción en 
cuanto a qué tipo de asociación gremial es esta Cámara y a quiénes representamos. Creo que así vamos a 
cumplir con el objetivo de hacer oír la voz de nuestros asociados y no la de quienes nos encontramos hoy 
aquí. 


SEÑOR LAPAZ.- Antes que nada, teniendo en cuenta la fecha de hoy, 22 de noviembre, queremos hacer 
llegar a los funcionarios de la Cámara de Senadores las felicidades, ya que hoy es el día de los 
funcionarios de esta Cámara. Por ese motivo, a las 14 horas se hará un homenaje a compañeros que 
cumplen 30 años de labor ininterrumpida aquí en el Palacio Legislativo, en la Cámara de Senadores. En 
ese sentido, quiero pedir un pequeño cuarto intermedio y que nuestros invitados tuvieran a bien entender, 
para poder concurrir a dicho acto. Además, seguramente quienes están aquí trabajando con nosotros en la 
Comisión deben querer ir a participar del momento de entrega de esas distinciones a los funcionarios que, 
con tanto esmero y empeño, han cumplido su función en beneficio de todos en general, es decir, de todos 
quienes trabajamos acá y de la gente que está fuera del recinto del Palacio Legislativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que podríamos continuar trabajando y, en todo caso, cuando sean las 14 
horas interrumpimos la sesión. Pero hay que tener en cuenta que hoy concurren a esta Comisión varias 
delegaciones. 


Tiene la palabra el señor Pereira. 


SEÑOR PEREIRA.- El agradecimiento ya fue realizado por el doctor Laborde, por lo que estaría de más 
repetirlo. 


Estamos de acuerdo con que se trata de una ley compleja que, de aprobarse, evidentemente 
modificaría muchas de las leyes actuales que están regulando, de alguna forma, todo el andamiaje que 
hace a la ocupación del suelo, a la vivienda y otros temas similares. No obstante eso -y un poco en relación 
a lo que decía el señor Laborde- la Cámara del Bien Raíz es una institución civil sin fines de lucro que 
propende a la defensa del derecho de propiedad y como aquí, de alguna forma, está involucrado ese 
derecho, les agradecemos la invitación que nos han cursado. Asimismo, queremos manifestar a los 
señores Senadores que estamos terminando de elaborar un importante material y con mucho gusto 
podemos volver a la Comisión con esa documentación escrita en un futuro cercano, si es que los señores 
Senadores así lo desean. Se trata de un estudio punto por punto de cada artículo del proyecto de ley que 
la Comisión está proyectando, por lo que quizás pueda resultar beneficioso para el trabajo que están 
realizando. 


Nosotros participamos en el Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo y quien habla fue 
miembro consultor de la Intendencia en el período anterior. En ese marco vimos que hay realidades que 
deben tenerse en cuenta cuando se elabora una ley. A ese respecto, todos llegamos a una misma 
conclusión y es la de que las leyes deben ser muy elásticas y los decretos tienen que ser muy dinámicos. 
Comúnmente, cuando se estructura algo, la realidad pasa por encima de lo que queremos crear para 


ordenar las cosas. Eso fue lo que sucedió con el Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo y si los 
señores Senadores tienen una copia del mismo, podrán observar que el comunicado final que le enviamos 
a la Junta Departamental de Montevideo apuntaba justamente a señalar lo siguiente. La realidad había 
sobrepasado todo lo que se había diseñado en los noventa y en el 2000 y las estructuras fijas que se 
habían creado en aquel momento habían quedado bastante obsoletas. Un Plan de Ordenamiento Territorial 
tiene que propender a muchas cosas, pero lo más importante que debe hacer es ordenar el territorio. Con 
honestidad queremos decir que nosotros entendemos -y así lo van a exponer quienes me acompañan- que 
este proyecto de ley, tal como está planteado, tiene muchas herramientas relacionadas con lo fiscal y el 
límite de las cosas, pero no cuenta con elementos que de alguna forma apoyen a la sociedad en cuanto a 
la ocupación de inmuebles. En esta iniciativa no hay ninguna herramienta que, por ejemplo, permita ayudar 
a que se incorpore en el casco urbano de las ciudades la ocupación de las viviendas. No existe ningún 
elemento que dé la seguridad, tanto a propietarios como a usuarios de viviendas, de que la ley no sólo 
sirva para ordenar el territorio, sino también para dar ocupación a los cascos urbanos. Observen los 
señores Senadores lo que ocurre en Ciudad Vieja, el Cordón, la Unión, todos barrios de Montevideo. La 
gente no ocupa el Centro donde están todos los servicios y se va hacia los cinturones de la ciudad. Eso 
provoca que los ejes viales trazados en su momento para la parte industrial o agrícola se vean 
sobrepasados, se generen accidentes y problemas con las poblaciones. Un ejemplo de ello son los lugares 
donde hay que cruzar rutas muy importantes, que no estaban previstas para que en sus costados se 
construyeran viviendas. Todo esto cuando en realidad tenemos miles de propiedades en los cascos 
urbanos a las que no se accede por la falta de herramientas que brinden seguridad a los propietarios y a 
los usuarios. 


Podemos asegurar que -si le interesa a los señores Senadores de la Comisión- la Cámara tiene 
las herramientas para que sean plasmadas en una ley. Estas brindan seguridad y, por consiguiente, sirven 
para que se ocupen los lugares donde hay servicios, hormigón, alumbrado, gas por cañería, etcétera. De 
esa forma se evitaría lo que intenta esta iniciativa, que es detener los fraccionamientos por la vía legal. El 
fraccionamiento se puede detener por vía del mercado. A nadie le interesa ir a vivir a la periferia; todos 
sabemos que se están destruyendo las estructuras existentes cuando la gente se va a vivir a los cinturones 
de pobreza que hay, por ejemplo, en Montevideo. No se va porque quiere, sino porque se ve expulsada en 
virtud de que no hay un sistema que prevea esto. Esto podría ser contemplado por una ley y, de esta 
forma, no se lesionarían los derechos tanto del propietario como del usuario. 


SEÑOR LAPAZ.- No sé qué opinan ustedes, pero sería interesante que las poblaciones y las ciudades 
crecieran hacia arriba y no hacia los costados. Creciendo hacia arriba nos ahorraríamos una cantidad de 
gastos de extensión de red de agua potable, de saneamiento, de alumbrado público y de recolección de 
residuos de parte de las Intendencias. 


SEÑOR PEREIRA.- De pronto, hoy ni siquiera debería crecer hacia arriba, en virtud de la existencia de 
tanta vivienda desocupada. Creo que primero habría que preocuparse por crear los planes de 
ordenamiento habitacional interno dentro de cada ciudad. Hay que tener en cuenta que esto no se da 
solamente en Montevideo, sino también en muchas ciudades importantes del interior. 


SEÑOR LAPAZ.- El problema es rellenar los espacios vacíos. 


SEÑOR PEREIRA.- El problema es que nadie siente que existan garantías suficientes. El mayor pecado 
que debe enfrentar el propietario es tener que pagar impuestos y no poder hacer usufructo de la vivienda. 
Muchas veces se da que una persona arrienda una propiedad y no paga; con las leyes actuales, de pronto 
ocupa la vivienda durante un año y medio o dos y sin pagar arrendamiento. Cuando la entrega, debido a 
los sistemas de garantías existentes, el dueño no cubre un décimo del daño que se le provocó. Ustedes me 
podrán decir que hay leyes que atienden lo relativo a la destrucción de la propiedad privada pero, en la 
práctica -como todos sabemos- no se aplican. Simplemente el hecho de que la vivienda quede 
desocupada es tomado como un premio y el dueño piensa que, de esta forma, por lo menos “se sacó al 
inquilino de arriba”. 


Ahora bien, si creamos un marco normativo que permita garantías tanto para el buen inquilino 
como para el propietario, les puedo asegurar que un sinnúmero importantísimo de viviendas saldría al 
mercado y a un precio sumamente razonable. Por ejemplo, nosotros tenemos la siguiente experiencia. Hay 
propietarios que llegan y dicen que quieren determinada cantidad por la vivienda, pero si pueden arreglar 
con la Contaduría General de la Nación, igual se conforman con menos. Vale decir que estas personas 


anteponen la garantía y el saber que van a cobrar el arrendamiento al hecho de perder parte del usufructo 
que pensaba recibir en el mercado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay un estudio del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de otros organismos que determina que en el Uruguay hay alrededor de cien mil viviendas 
vacías, la mayoría de las cuales está ubicada en Montevideo. Aclaro que no están incluidas las viviendas 
balnearias, que tienen un carácter muy diferente. A su vez, está a estudio del Ministerio lo relativo al Fondo 
de Garantía. Esto no es sencillo de implementar y sé que se está haciendo un trabajo en conjunto entre la 
Contaduría General de la Nación -que tiene experiencia en el tema- y la Cartera para ver si se puede 
diseñar un Fondo de Garantía que dé parte de esa certeza. Digo “parte”, porque las certezas absolutas 
quizás precisan más herramientas. No obstante, ese sería un paso para dar a nivel del mercado. 


Comparto lo que dice el señor Pereira en el sentido de que, como primer paso, tenemos que 
redensificar la ciudad y ocupar los metros cuadrados existentes. El reciclado también es un rubro que el 
Ministerio piensa encarar, sobre todo en algunos puntos de los cascos más viejos de Montevideo. Allí es 
muy claro, pero también lo es en otras zonas del interior del país, porque los caserones antiguos podrían 
ser mejor aprovechados. De todos modos, este proyecto de ley no sólo se refiere al territorio urbano, sino 
al territorio en general. 


SEÑOR LARRAMENDI.- Quiero agradecer a los señores Senadores por habernos recibido y adelanto que 
trataré de ser lo más breve posible, dada la situación planteada. 


Simplemente, daré el informe desde el punto de vista jurídico que como asesor me fue solicitado. 
Aclaro que entraré en consideraciones jurídicas, pero no políticas, de oportunidad ni de conveniencia de la 
ley; más concretamente, dentro de las consideraciones jurídicas, sólo voy a hacer mención a aquellas que 
refieren a la comparación del texto del proyecto de ley con la Constitución, puesto que lo que he hecho 
previamente es tratar de ver si había inconveniencias o posibles contradicciones. 


En varias disposiciones me pareció constatar violaciones a la Constitución en lo que respecta a 
cómo está consagrado el derecho de propiedad, dado que en ella este derecho solamente puede ser 
limitado por ley, por razones de interés general y también en caso de que se declare la necesidad o 
utilidad pública de su limitación con una justa y previa compensación. 


¿En qué disposiciones entendemos que podría haber violación a estos principios 
constitucionales? Por ejemplo, en el artículo 37 habida cuenta de que su segundo inciso establece una 
especie de declaración de interés general en forma genérica y previa. Concretamente, y refiriéndose a las 
limitaciones al derecho de propiedad, dice: “se consideran comprendidas en el concepto de interés general 
declarado en la presente Ley y, por remisión a ésta, a la concreción de los mismos que resulte de los 
instrumentos de ordenamiento territorial”. Es decir que se prevé que serán también consideradas de interés 
general las normas que se dicten en el futuro, puesto que se establece “por remisión a ésta”. Pienso que el 
interés general habría que declararlo y determinarlo en cada situación concreta, pero creo que no se lo 
puede predeterminar para el futuro. 


Luego de una revisión rápida y en una primera aproximación -dado que esto requiere mayor 
estudio y elaboración, propusimos alcanzar el análisis por escrito- me estoy refiriendo sólo a lineamientos 
generales. 


Lo mismo sucede con la declaración de utilidad pública establecida, también, de una manera 
genérica y previa; es decir que no solamente se establece el tema del interés general de una manera 
genérica y previa, sino que también se menciona el caso de la utilidad pública contenida en los artículos 64 
y 65. Por las mismas razones nos parece que estas disposiciones están previendo para el futuro una 
declaración de utilidad pública en normas que se dicten más adelante, lo que estaría violando los principios 
constitucionales referidos al comienzo. 


En varias disposiciones como, por ejemplo, el numeral 6. del artículo 39 o el literal b) del artículo 
43, se habla de la transferencia de la propiedad en forma gratuita. En el comienzo del numeral 6. del 
artículo 39 se establece claramente: “Deber de transferir. Los propietarios de los inmuebles deberán 


transferir gratuitamente” -y en determinadas condiciones- “cuando así legalmente corresponda, las áreas 
de suelo a la Administración”, etcétera. 


Por su parte, el artículo 43, en su literal b) dice: “de ceder a la Intendencia o a la entidad pública 
que ésta determine, de forma gratuita los terrenos”, etcétera. 


De igual forma, el literal c) del mismo artículo habla de la transferencia gratuita de la propiedad, lo 
que para mí es contrario a los principios constitucionales. 


Hay otras muchas disposiciones que podrían merecer similares notas, pero sólo voy a mencionar 
el artículo 47 del proyecto de ley. 


En otro orden de cosas, también encontramos eventuales contradicciones del proyecto de ley 
con otro principio constitucional -para algunos establecido en la Constitución, pero para otros no- que es el 
de la retroactividad de las normas jurídicas. 


Podría haber una violencia al principio de seguridad jurídica, por ejemplo, en el Artículo 26 del 
proyecto de ley, porque habilita a que, en el caso de que se sancione una nueva normativa, ésta se aplique 
con eficacia retroactiva a fraccionamientos, construcciones o urbanizaciones que estén en trámite y 
completamente en orden de acuerdo a una normativa vigente. Entonces, para estos fraccionamientos se 
estaría aplicando una normativa futura en forma retroactiva y admitiendo la posibilidad de suspenderlos y 
realizar actos como demoliciones o caducación de las autorizaciones. Para nosotros, esto representa una 
aplicación retroactiva indebida. Algo similar puede decirse del literal c) del Artículo 28. 


Por otro lado, el Artículo 25 establece la posibilidad de disponer en forma cautelar oO 
administrativa las demoliciones y esto no se condice con otras partes de la norma que establecen 
que para realizar la demolición tiene que recurrirse -obviamente- al Poder Judicial. Entonces, si se está 
disponiendo que administrativamente se podrían realizar demoliciones, se estaría violentando la separación 
de Poderes, puesto que, repito, ello sólo puede llevarse a cabo con autorización judicial. 


Hay otros aspectos que tendríamos que señalar, pero dada la brevedad del tiempo de que 
disponemos, simplemente me he remitido a exponer sobre lo más importante de este proyecto de ley. 


SEÑOR LABORDE.- Voy a tratar de hacer un resumen en mi calidad de Presidente y de abogado, 
intentando complementar lo expresado por nuestro asesor, el doctor Larramendi y hacer un análisis de 
cómo esto incide socialmente y en los derechos de las personas que representamos, nuestros afiliados a la 
Cámara del Bien Raíz. Esta Cámara se ha caracterizado por librar duras batallas en la defensa de los 
derechos de sus asociados, en especial del derecho de propiedad, como lo hizo cuando se constituyó la 
Ley del RAVE y lo seguirá haciendo siempre que sea necesario. Queremos dejar en claro que lo hacemos 
con un afán constructivo y no solamente con un espíritu crítico. La política interna de la Cámara pasa por 
hacer aportes a las instituciones y a todos los organismos gubernamentales que así lo requieran, tal como 
lo venimos demostrando desde hace tiempo. Por otro lado, ese es el objetivo de nuestra visita en el día de 
hoy. 


No obstante ello, debemos señalar algunos aspectos del proyecto de ley que no nos han 
convencido demasiado y que nos resultan inconstitucionales y, a veces, hasta avasallantes de los derechos 
de los propietarios de inmuebles. 


Al definir el ordenamiento territorial, este proyecto de ley establece que el Estado debe 
encargarse de organizar el uso del territorio, sin llegar a realizar una disposición del mismo. Creo que esta 
norma se contradice, porque más adelante va más allá de la simple organización del uso del territorio, ya 
que habla de los procesos de ocupación, transformación y uso del mismo, cosa que por supuesto nos 
preocupa. 


Con relación al literal | del artículo 4*, relativo a la promoción de estudios para la identificación y 
análisis de los procesos políticos, sociales y económicos de los que derivan las modalidades de ocupación 
y ordenamiento del territorio, no nos queda claro a qué procesos políticos se está refiriendo. En este caso 


el proyecto de ley también va más allá, porque ahora incorpora no sólo los procesos de ocupación y 
transformación, sino también los procesos políticos. Este articulado va llevando hacia conceptos más 
profundos, más genéricos y más amplios; empieza con una definición con la que concordamos pero luego, 
en el desarrollo, incorpora otros elementos con los cuales discrepamos. 


Otro de los artículos que puede ser mejorado es el 6, que se refiere a los derechos territoriales 
de las personas. En el numeral 6 de este artículo se expresa: “Los instrumentos de ordenamiento territorial 
pertinentes establecerán las condiciones que deban reunir, al menos, los espacios públicos y los inmuebles 
de concurrencia pública, de forma que se garantice a todas las personas con movilidad reducida o 
limitación sensorial, la accesibilidad y el uso libre y seguro de su entorno.” A mí me parece que esta norma 
se está circunscribiendo solamente a personas de movilidad reducida o limitación sensorial; podríamos 
hablar, por ejemplo, de personas con capacidades diferentes, que es una expresión más genérica y que 
abarca a muchas más personas. 


En los artículos 11 y 14 hemos notado que existe una limitación a los Gobiernos Departamentales 
que, como todos sabemos, tienen consagrada su autonomía en la Constitución de la República. Repito 
que en estos dos artículos -además de algunos otros que luego mencionaremos- se va limitando su 
autonomía. 


Con respecto a las estrategias regionales, pensamos que tienen que ser aprobadas por el Poder 
Ejecutivo y por los Gobiernos Departamentales. Estamos de acuerdo con eso, pero la mayoría de los 
artículos requiere todo ese acuerdo, consenso o coordinación entre el Poder Ejecutivo y los Gobiernos 
Departamentales involucrados en el tema, o sea que todo queda supeditado a la aprobación del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


A nuestro juicio, se está dando al Ministerio facultades que pueden interferir con los Gobiernos 
Departamentales. 


En su primera parte, y con relación a la aprobación previa y audiencia pública, el artículo 26 dice 
lo siguiente: “Los instrumentos se someterán a la consideración del órgano competente para adoptar su 
aprobación previa, a efectos de abrir el período de audiencia pública y solicitud de informes. 


La audiencia pública será obligatoria para los Planes Locales y para todos los Instrumentos 
Especiales, siendo su realización facultativa para los restantes instrumentos.” En mi opinión, esto está 
limitando la autonomía regional y departamental, porque exige una audiencia pública cuya omisión, 
además, por el artículo 27 puede acarrear la nulidad. Supongo que después en un decreto reglamentario 
se determinará cómo se instrumentará la audiencia pública y cuántas personas deben asistir o intervenir en 
ella. Probablemente, alcanzará con que haya tres o cuatro personas para que se pueda considerar 
audiencia pública y se legitime el acto. 


De manera que esto debe ser objeto de una reglamentación estricta mediante un decreto 
reglamentario o, de pronto, en el propio articulado de la ley se puede tratar de circunscribir el concepto de 
audiencia pública y su forma de instrumentación. Aquí se dice que la audiencia pública se hace facultativa 
para otros instrumentos, o sea que el propio Estado no se la exige para sí mismo, sino para las 
instituciones o Gobiernos locales. 


Por otro lado, también nos preocupa el artículo 28, porque en nuestro territorio están operando 
muchas canteras en la zona de Lavalleja y en el norte, en Minas de Corrales. Nos inquieta bastante que 
“En los casos de aperturas de minas y canteras” -como dice el proyecto de ley- “quedará habilitada de 
oficio la gestión para la posible revisión del instrumento que se trate”. Ya con la ley actual de minería y con 
el Código de Minería, hemos visto en nuestros campos cantidad de agujeros que han quedado allí y no han 
seguido las prospecciones, justamente, por la burocracia que implica la regulación de la minería en nuestro 
país. Creemos que esto es agregar una piedra más en el camino a ese tipo de explotaciones y tememos 
volver a ver nuestros campos, aptos para la explotación del uso del subsuelo, con movimientos de tierra y 
llenos de agujeros. Esto también puede limitar la inversión en este tipo de explotaciones y dejar 
paralizadas por mucho tiempo esas obras de minería. 


El literal c) del artículo 28 expresa: “La declaración automática de fuera de ordenamiento, total o 
parcialmente...”. Como decía el doctor Larramendi es preocupante la retroactividad plasmada en este 
artículo. No sólo preocupa la retroactividad sino, además, el tema de la declaración automática, violando el 
principio -diría, casi- del debido proceso, sin dar siquiera un plazo para la adecuación de esas 
construcciones o de esas inadecuadas explotaciones. Considero que a los propietarios de esos inmuebles 
hay que intimarlos, darles un plazo y tienen que ser oídos, porque esa declaración de ninguna manera se 
puede hacer en forma automática, sino que tiene que ser objeto de un procedimiento no burocrático, pero 
que le otorgue garantías al propietario de los inmuebles. No podemos olvidar que tampoco hay una 
indemnización -como decía el doctor Larramendi en otra parte del articulado- como se consagra también 
en el resto del proyecto de ley cuando se habla del tema de las expropiaciones -se las llama de otra 
manera- para el ordenamiento territorial. 


En el artículo 31 y siguientes nos merece serios reparos la categorización del suelo. Digo esto 
porque, si bien técnicamente la categorización que se hace de los suelos puede ser correcta, luego es 
tomada por el proyecto de ley para privilegiar a algunos suelos rurales. Aclaro que no estamos en contra de 
que se privilegien sino, por el contrario, estamos de acuerdo con que los suelos rurales son la base de 
nuestra economía y de nuestro territorio, pero consideramos excesivas las limitaciones que se establecen 
para los predios o suelos urbanos y suburbanos. 


En el artículo 36, que tiene como título “Condiciones generales de los instrumentos. Límites y 
estándares mínimos”, se está condicionando -como decía, también, el señor Pereira- toda la parte de los 
nuevos fraccionamientos. Diríamos que con este artículo se desestimula cualquier proyecto de 
fraccionamiento. Nos animamos a afirmar que cualquier fraccionamiento al que se le esté quitando un 10% 
-como establece este proyecto de ley- del área, deja de ser, por sí, rentable. Dependerá un poco del lugar 
donde esté el fraccionamiento, pero deja de ser rentable un fraccionamiento al que se le deje el 10% para 
espacios verdes. 


SEÑOR PEREIRA.- Es entre un 10% y un 30%. 


SEÑOR LOMBARDI.- Correcto. Después el Gobierno Departamental también puede bajarlo en un 20%, 
pero es excesivo. La experiencia de nuestro país en materia de fraccionamientos indica que se dejaba una 
plaza y algunos otros espacios verdes, con lo cual estamos absolutamente de acuerdo, pero ese 
porcentaje de 10%, establecido a priori, nos parece excesivo. Pensamos que tendría que haber un mínimo 
y un máximo, que se podría establecer en cada uno de los proyectos a presentarse. 


A su vez, si bien estamos de acuerdo con la protección de la franja costera, consideramos que 
este aspecto no está establecido de manera bien clara en la Ley; sí hay una circunscripción territorial, pues 
se habla de 150 metros de la costa. Sin embargo, pensamos que esto merece ser objeto de estudio, 
porque la costa difiere bastante a lo largo de todo nuestro territorio; y en los lugares donde hay piedra esos 
150 metros resultarían excesivos, pero en las zonas de playas, de pronto, esa cantidad podría resultar 
insuficiente. Por eso, consideramos que esto no es algo que se pueda establecer a priori, sino que habría 
que realizar un estudio pormenorizado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por nuestra parte, pensamos que las costas deberían ser objeto de una ley 
aparte. En realidad, este es un sistema de leyes y es algo que recién comienza. Nunca antes se había 
hecho en el país ningún estudio ni tratamiento de costas fluviales y marítimas y, tal como se ha señalado 
aquí, las costas son todas diferentes. 


Lo único que se pretende a través este proyecto de ley es abrir las puertas para que, más 
adelante, surja otra ley que trate el tema de las costas, de manera que éste no sea un punto cualquiera del 
territorio. La verdad es que, en este aspecto, tenemos un ejemplo que es bastante malo, que es el de la 
Rambla de Pocitos, donde la sombra de los edificios cae sobre la playa en el momento más inoportuno del 
día; sin embargo, no sucede lo mismo en la Rambla Sur, donde el retiro se hizo bien. Entonces, en la 
misma Rambla hay puntos bien resueltos y mal resueltos. Eso ocurrió debido a la falta de normas, pues no 
hay ninguna disposición que contemple la necesidad de tener en cuenta que la costa requiere un 
tratamiento diferencial. 


Es claro que aquí puede haber problemas de redacción, que podrán ir afinándose a lo largo del 
trabajo, pero la única intención es dejar claramente establecido que el tratamiento de las costas amerita 


atención; luego -reitero- vendrá una Ley sobre costas. Evidentemente, ésta deberá recoger estudios que, 
hasta este momento, no se han llevado a cabo y que, en realidad, deberían realizarse, porque es muy 
cierto todo lo que aquí se ha señalado, incluyendo el hecho de que la profundidad a lo largo de toda la 
costa es diferente. 


SEÑOR LABORDE.- Evidentemente, hay que tener en cuenta la conformación topográfica; hay lugares en 
que hay roca y otros en que hay arena, por lo que la distancia que habría que tomar sería distinta. Dado 
que, según lo señala la señora Presidenta, este punto será objeto de una ley especial, complementaria de 
esta, habrá que estudiarla e instrumentarla muy bien -lo que haremos en su momento- para que no se 
contradigan ambas o derogue una a la otra, específicamente en ese aspecto. 


En el artículo 44, que refiere también al régimen de los fraccionamientos en suelo categoría 
urbana y suelo con el atributo de potencialmente transformable, se expresa: “No podrán autorizarse 
fraccionamientos en suelo categoría urbana o en suelo con el atributo de potencialmente transformable sin 
que se hayan construido efectivamente a costo del proponente todas las infraestructuras imprescindibles: 
red vial conectada a la red existente, red de agua potable, drenaje de aguas pluviales, saneamiento, 
energía eléctrica y alumbrado público, en las condiciones mínimas establecidas por esta Ley u otorgado 
garantía real o personal suficiente a favor del Gobierno Departamental por el valor.” Cabe acotar que lo de 
la red vial ya estaba vigente, pero ahora se agrega todo lo demás: la red de agua potable, el drenaje de 
aguas pluviales, el saneamiento, la energía eléctrica y el alumbrado público. En cuanto al drenaje de aguas 
pluviales, entendemos que podría hacerse, pero, según esto, el saneamiento, la energía eléctrica y el 
alumbrado público no los va a hacer más UTE ni OSE, sino que los deberán hacer los inversores en el 
fraccionamiento. A su vez, al final de la disposición -reitero- se dice: “en las condiciones mínimas 
establecidas por esta Ley u otorgando garantía real o personal suficiente a favor del Gobierno 
Departamental por el valor.” 


Si bien el espíritu es que no queden fraccionamientos a medio hacer, no sé hasta dónde se 
puede obligar a quien los va a realizar; es claro que, estableciendo una garantía, el Estado se quedaría con 
ella y los terminaría. Por otra parte, desestimula la inversión en fraccionamientos, porque hay que calcular 
el costo de este tipo de redes, que antes efectuaba el Estado. Estamos de acuerdo con que el 
fraccionamiento debe quedar de tal manera, que permita la conexión a la red vial y al resto de los servicios. 


En los literales a) y b), el artículo 36 agrega que: “a) ejecuten la red vial y la conexión a la 
estructura vial general para continuidad de la trama preexistente en el ámbito; b) ejecuten las redes de 
infraestructura de: agua potable, drenaje de aguas pluviales, evacuación de aguas servidas, energía 
eléctrica y alumbrado público”. Eso tiene que ser asumido por todos los nuevos emprendimientos. 


El proyecto de ley establece un instrumento nuevo en el artículo 38, que es el Derecho de 
superficie. Éste va a requerir que se haga por escritura pública. No nos queda claro en qué va a consistir el 
Derecho de superficie. Si fuera similar a un arrendamiento, será obligatorio su registro. Tampoco sabemos 
qué se pretende lograr con este nuevo instrumento que no nos parece tan necesario. Además, es posible 
que el Derecho de superficie lo tenga un propietario, que luego lo ceda a un tercero y éste se lo devuelva. 
En ese caso, desde el punto de vista jurídico, estaríamos derogando la prohibición que establece el Código 
Civil del pacto de retroventa, es decir, lo que vale más en un predio es la superficie. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En oportunidad de la comparecencia de los representantes del Ministerio, 
nosotros planteamos esta pregunta y, con respecto a este artículo, nos explicaron que está pensado para 
predios rurales y que se refería a un retorno posterior por la posibilidad de explotación de una parte del 
predio. 


En la actualidad, el arrendamiento de predios rurales tiene un montón de inconvenientes. Tal vez 
el artículo no ha dado con la clave exacta, pero el objetivo es ese. La redacción es bastante compleja. 


SEÑOR LABORDE.- Son explotaciones a largo plazo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está pensado para ese tipo de predios, pero de pronto es necesario que se 
explicite más. Nosotros formulamos esa pregunta, porque se nos generó la misma duda. 


SEÑOR LABORDE.- Habría que explicar un poco más en qué consiste el Derecho de superficie y 
delinearlo. 


Entre los deberes de los titulares de los inmuebles, hay deberes generales relativos a la 
propiedad y, en especial, otros que deben cumplir los titulares del inmueble de acuerdo con el artículo 39. 
Sin embargo, hay deberes que consideramos que son bastante excesivos como, por ejemplo, el deber de 
edificar. En el numeral 5. se establece que “Los propietarios deberán, a su costo, ejecutar las 
infraestructuras urbanas o las construcciones establecidas en las autorizaciones conferidas y en los plazos 
fijados por éstas”. Es decir que no sólo deben costear las construcciones sino que, además, se les da un 
plazo. Todos sabemos que si el plazo es muy corto el costo es mayor, porque hay que poner más gente a 
trabajar y más horas, todo lo cual implicará gastos para los propietarios. 


Luego está, también, lo que decía el doctor Larramendi -no voy a abundar en el tema- es decir, 
el deber de transferir, porque se establece que deben transferir gratuitamente, lo que es violatorio de la 
Constitución, porque debe haber una previa y justa indemnización de acuerdo al artículo constitucional 
correspondiente. 


Esos son los dos numerales del artículo que nos merecen más reparos, a los demás, los 
propietarios ya los están cumpliendo o son de interés general, de modo que no merecen objeciones. 


Por otro lado, en el numeral 8. se establece: “Deber de rehabilitar y restituir. Los propietarios de 
inmuebles quedarán sujetos al cumplimiento de las normas de rehabilitación patrimonial o de restitución 
ambiental”. 


Entonces, en general, el artículo establece deberes mucho mayores que los derechos que los 
propietarios tienen. Se trata de deberes que nosotros, como dije, consideramos excesivos y limitantes - 
fundamentalmente, en los dos numerales que señalamos- al derecho de propiedad. Me refiero, 
especialmente, a la obligación de edificar, transferir, rehabilitar y restituir. Para que este artículo entrara en 
vigencia sería necesario un apoyo desde el punto de vista crediticio. Todos sabemos que el Banco 
Hipotecario no está dando préstamos, no sólo para la adquisición, sino tampoco para conservar lo que con 
mucho esfuerzo los ciudadanos y el propio Banco han hecho en todo lo que se refiere a construcción. Este 
tipo de obligación, en el sentido de construir y de hacerlo en plazos breves, merece que alguna institución - 
ya sea el Banco Hipotecario u otra- facilite a los propietarios poder cumplir con estos deberes a través de 
un medio crediticio, porque de lo contrario caeríamos en aquello de que es muy fácil imponer deberes por 
ley pero después, en la realidad, los mismos no se cumplen. Y por supuesto que ninguno de nosotros 
queremos hacer leyes que no se cumplan. 


Por otro lado, en el artículo 45 se vuelve al régimen de indemnización que ya detalló el doctor 
Larramendi, por lo que no me voy a extender en el tema. No obstante, es importante señalar que en ese 
artículo 45 se establece la inconstitucionalidad, porque no existe la indemnización previa. 


SEÑOR RÍOS.- Usted se refiere al artículo 45 y el mismo no tiene la misma conceptualización en su 
segundo inciso. Me parece que es de otra naturaleza, ¿no es así? 


SEÑOR LABORDE.- Ese segundo inciso dice: “La indemnización procederá únicamente en los casos de 
expropiación o de limitaciones que desnaturalicen las facultades del derecho de propiedad, con daño 
cierto.” 


SEÑOR RÍOS.- La primera parte del artículo, habla respecto a la fraccionabilidad y la edificabilidad. No 
estoy contradiciendo el concepto, que puede ser compartible o no, de la inconstitucionalidad; estoy 
diciendo que estamos hablando sobre supuestos diferentes. 


SEÑOR LABORDE.- Sí, se trata de dos incisos diferentes. En el segundo, está prevista la indemnización, 
pero en el primer inciso no. 


SEÑOR RIOS.- Así es, en el segundo inciso está previsto el proceso natural de expropiación. En el otro 
estamos hablando de otro tema pues, si bien hace a una parte del derecho de propiedad, se pueden hacer 


servidumbres de paso. De todas formas, nosotros tenemos que revisar este artículo. 


SEÑOR LABORDE.- De acuerdo a esa observación, desde el punto de vista de la técnica legislativa habría 
que dividirlo en dos artículos diferentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros recién estamos comenzando con la discusión de este proyecto de ley. 
De todos modos, en la Rendición de Cuentas nosotros introducimos un artículo referido a la OSE -debido al 
tema de las servidumbres de paso- ya que a veces la empresa tiene reales dificultades para trasladar, por 
ejemplo, un caño. Entonces, flexibilizamos el pasaje de dicho caño porque, en realidad, se trata de un 
servicio básico y a veces equis problemas con un propietario impedían la llegada del agua a otro vecino. 


SEÑOR LABORDE.- Igualmente hay que aclarar que un caño subterráneo de OSE no molesta a nadie 
pero, por ejemplo, una subestación de UTE puede abarcar una superficie más grande. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así es, simplemente cité ese ejemplo como un antecedente. Hay que buscar la 
compatibilización de las redes que nos sirven a todos y que a veces deben tener un espacio físico para 
desplegarse. 


SEÑOR LABORDE.- De acuerdo. 


Personalmente, he visto edificios en los que en sus garajes han puesto transformadores que 
ocupan el lugar de uno o dos autos, lo cual es aceptado por los propietarios del edificio con tal de tener un 
suministro de energía suficiente; pero esto no es lo ideal. 


SEÑOR RÍOS.- Quizás este primer acápite lo tengamos que redactar mejor, pues para nosotros el 
concepto es importante. Digo esto porque, tanto en el caso de las centrales térmicas como en lo que hace 
al agua potable, esto es fundamental, pero también es de vital importancia en lo que tiene que ver con las 
aguas servidas y pluviales, pues en Montevideo tenemos infinidad de situaciones insolucionables por no 
conseguir la servidumbre de paso, ya no de las aguas servidas -que no son problema- sino del agua de 
lluvia que genera inundaciones. En esos casos se perjudica a otro propietario aguas abajo. Entonces, 
quizás hay que darle una redacción diferente y buscar el tema de la retribución. Lo que sí sabemos es que 
estamos frente a un problema que perjudica muchas veces a otros propietarios. Quienes hemos estado en 
contacto con esta actividad, sabemos que estas situaciones son cotidianas en algunos lugares de 
Montevideo. Muchas veces se perjudica un propietario que cumple todas sus normativas, porque aguas 
abajo la institución no logra la servidumbre de paso. Este es un ejemplo y los invitados podrán tener otros 
de otras zonas. 


SEÑOR LABORDE.- El artículo 63 se llama “Fraccionamiento, edificación o utilización obligatorias.” Dice 
lo siguiente: “Los instrumentos de ordenamiento territorial podrán establecer, para áreas específicas de los 
territorios comprendidos en éstos, la obligación de parcelamiento, edificación o utilización de suelo no 
utilizado, subutilizado o no edificado, debiendo fijar las condiciones y los plazos para la implementación de 
dicha obligación. El incumplimiento configurará falta a los deberes territoriales. El propietario afectado 
podrá requerir de la Administración la instrumentación de una operación territorial concertada como forma 
de viabilización financiera de su obligación.” Tenemos la duda de cómo operaría esa viabilización 
financiera, ya que esto es bastante gravoso para el propietario. Volvemos nuevamente al tema de si se va a 
contemplar a nivel del Presupuesto o si se va a crear algún organismo que se ocupe de financiar este tipo 
de operaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión no está en condiciones de contestar esa pregunta en este 
momento. De todos modos queda registrada en la versión taquigráfica para hacer las consultas del caso al 
Ministerio, ya que le advertimos que una vez que termináramos de escuchar a todas las delegaciones, sus 
representantes van a tener que volver a este ámbito para aclarar las dudas que se fueran generando en el 
tratamiento de los artículos. 


SEÑOR LABORDE.- En cuanto al artículo 64, si bien su texto se remite al artículo 232 de la Constitución, 
consideramos que es violatorio del derecho de propiedad y de la previa y justa indemnización porque, 
como ya señalamos, admite el pago en forma diferida de una expropiación. 


Por último, los artículos 66 y 67 reducen enormemente el plazo de la prescripción treintenaria 
adquisitiva a un plazo de prescripción corta de cinco años. El Código Civil tiene un capítulo aparte que 
habla de prescripciones cortas. La más extensa de las prescripciones cortas es de cuatro años. Quiere 
decir que este prácticamente es un plazo de prescripción que se enmarcaría dentro de las prescripciones 
cortas. Además, el propio Estado establece para sus predios un plazo de diez años. O sea que el Estado 
puede tener un predio sin explotar y en determinadas condiciones ocupado por gente que recién podrá 
prescribirlo a los diez años, mientras que si ésta estuviera en un inmueble perteneciente a un particular, 
dicho plazo sería de cinco años. Sé que están contempladas algunas situaciones, que no se trata de una 
prescripción cualquiera y que se debe demostrar la notoria pobreza; en fin, todo lo que la ley establece y 
que, en definitiva, tiene un cierto fin social, pero me parece que el plazo de cinco años es demasiado corto. 
Todos sabemos que, lamentablemente, cantidad de gente ha emigrado del país y ha dejado sus bienes y 
puede suceder que cuando vuelva algún día, seguramente se encuentre con que fue objeto de 
prescripción. Creo que la gente que se tuvo que ir por diversos motivos también merece una protección en 
este aspecto. No se trata de que solamente el gran propietario merece esto, sino también todo aquel que lo 
sea de un inmueble pequeño o grande. Es más difícil que ingrese gente en un predio grande o rural que en 
uno urbano porque éste está al alcance de todo y cuenta con todos los medios, como por ejemplo la 
recolección de residuos y todo el entorno social para poder subsistir. 


Si bien el establecimiento de este plazo de prescripción corta tiene la finalidad de que no haya 
predios abandonados o que los compren para dejarlos cerrados con fines especulativos, entendemos que 
debe ser un poco más largo, como mínimo de diez años. Entonces, quedaría un plazo intermedio en la 
prescripción que se establece. Cuando no haya ningún título, el plazo sería de treinta años; cuando exista 
uno anterior, de veinte años; y, en este caso, contemplando esos mismos fines, podría ser de diez años. 
Consideramos esto último razonable, ya que una persona que en diez años no va a visitar su predio es 
porque no tiene más interés en él. Asimismo, se debe dejar claro que la prescripción se interrumpe, 
aspecto que está contemplado, con cualquier acción judicial. 


Es todo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión les agradecería que pudieran alcanzarle el material escrito al que 
están aludiendo, porque puede ser de mucho valor para nosotros. 


Quiero decirles una vez más que estamos en el proceso de elaboración del proyecto de ley, por lo 
que estamos abiertos a todas las sugerencias y nos interesan los puntos de vista de los distintos sectores 
de la sociedad. Estamos también a la orden si más adelante quieren ir agregando otros puntos, ya que la 
Comisión está en condiciones de volver a recibirlos. 


SEÑOR LABORDE.- Les vamos a hacer llegar un trabajo que contiene un informe completo que hemos 
escrito sobre el tema a modo de primera aproximación. Así como ustedes han realizado un estudio primario 
del proyecto para determinar luego cómo va a ir al Plenario para ser aprobado, nosotros también hemos 
comenzado recién a analizarlo, aunque creo que el señor Pereira ya ha participado de algunas reuniones 
en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a este respecto por lo que, en 
definitiva, ya teníamos un primer pantallazo sobre este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros tenemos ese trabajo, pero una cosa es discutirlo y otra concretarlo en 
un articulado. Ahora estamos en una etapa mucho más precisa de la elaboración del proyecto y por eso 
queríamos tener por escrito las diferentes opiniones. 


SEÑOR PEREIRA.- Pensamos que, aunque con buena intención, en muchos aspectos el texto se 
extralimitaba y, en tal sentido, las discusiones sirvieron para que se plantearan los diferentes puntos de 
vista y se tomara conciencia de que cada uno estaba defendiendo su territorio. Como hemos dicho, cuando 
se corta por un lado, se complica por otro. En este tema se debe mantener un equilibrio -y dejarlo muy bien 
establecido- entre los derechos de las distintas partes involucradas. Al respecto, rescato algunas cosas que 
se señalaron aquí en el día de hoy como, por ejemplo, que este articulado refleja una intención, pero que a 
su vez es pasible de modificaciones. De todos modos, cuando uno lo leía, se advertían eventuales 
violaciones a la Constitución y a derechos de los ciudadanos que a lo mejor, con herramientas adecuadas, 
se pueden subsanar por otras vías. Puedo asegurar que, si hay voluntad política, sin duda alguna se 
encontrarán los instrumentos para que la vivienda deje de ser un problema en este país. La gran dificultad 
es que todos se abroquelan en sus chacras y nadie quiere moverse de su posición, pero si se modificaran, 


por ejemplo, algunos puntos específicos de la Ley de Arrendamiento, seguramente la garantía no sería un 
problema. Sí lo es ahora porque la persona se pregunta cuál será la entidad pública o privada que va a ser 
garante, cuando no se sabe en qué momento se va a ir el inquilino. 


SEÑORA PRESIDENTA.- También nos interesan los aportes que nos puedan acercar sobre ese otro punto, 
porque es una preocupación que haya construcciones sin habitar, ya que es un desperdicio y un lujo que el 
Uruguay no se puede permitir. 


Les agradecemos la presencia y la información que nos han brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara del Bien Raíz) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


